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El sábado 27 de diciembre, miles de personas huyeron de sus lugares de refugio y de 
comunidades donde se encontraban prácticamente secuestrados por simpatizantes del 
PRI, en el municipio de Chenalhó. Diversos operativos -algunos apoyados por la Policía 
Judicial Federal y el Ejército Mexicano y otros por diversas organizaciones de la 
sociedad civil- se realizaron para sacar a los indígenas de las comunidades Los Chorros, 
Xcumumal, Pechiquil, entre otros. 
 
Todos los desplazados se reubicaron en la cabecera del Concejo Autónomo en Rebeldía, 
en la comunidad de Polhó, municipio de Chenalhó. Hasta el momento se calculan, 
según el Concejo Autónomo, unas 6 mil 13 bases de apoyo del EZLN y mil 700 
indígenas de la organización de Las Abejas, en la comunidad de Polhó. 
 
En la comunidad de Polhó, se han hecho presentes diversas organizaciones sociales, 
prensa nacional e internacional, la COCOPA, la CONAI, y otras organizaciones 
humanitarias que han brindado apoyo y solidaridad a los más de 7 mil refugiados en 
Polhó en los últimos dos días. Del mismo modo, la Cruz Roja brindó su apoyo a la 
llegada de los desplazados para retirarse al día siguiente. 
 
Sin embargo, de los 2 o 3 mil efectivos del Ejército Mexicano que han llegado al 
municipio de Chenalhó en tan pocos días, según reporta la prensa nacional, un gran 
número de ellos se encuentra sitiando a la comunidad de Polhó con la presencia de la 
Policía de Seguridad Pública y de “Fuerza y Reacción”. El día 30 de diciembre, los 
desplazados de Polhó emitieron un comunicado reclamando la presencia del Ejército y 
de la Policía de Seguridad Pública y exigiendo su retirada de la comunidad. 
 
Mientras que la situación en Chenalhó se pone cada vez más tensa, pobladores del 
municipio de Tenejapa, colindante con Chenalhó, denuncian la entrada del Ejército en 
las últimas 48 horas por medio de patrullajes y convoyes militares con el aparente fin de 
instalarse en la región. Del mismo modo, indígenas del municipio de Tila, en la Zona 
Norte, manifestaron su denuncia ante las agresiones e intimidaciones del grupo 
paramilitar “Paz y Justicia” que, temerosos de que sean castigados como los culpables 
de la masacre de Acteal, amenazan, según los denunciantes, con otra masacre parecida 
en el norte del estado. 
 
Reuniendo la información de la prensa y de testimonios directos de los desplazados, 
podemos calcular la existencia de más de 13 mil refugiados internos (desplazados de sus 
lugares de origen) entre los municipios de Sabanilla, Tila, Salto de Agua y Chenalhó 
correspondientes a las Zonas Norte y Altos. 
 
Las investigaciones sobre la masacre de Acteal, municipio de Chenalhó, han llevado a 
la cárcel a más de 40 responsables de los asesinatos, entre ellos al presidente municipal 



priísta Jacinto Arias Cruz. Sin embargo, hay otros elementos claves en las 
investigaciones que no se han llevado todavía hasta sus últimas consecuencias: 
 
1)  Hasta el momento no se han decomisado las armas con las que se perpetró la 

masacre. Estas armas podrían fincar responsabilidades hacia el Ejército Mexicano, la 
Policía de Seguridad Pública o la red de tráfico de armas. 

2)  Pese a que se han consignado a poco más de los 40 asesinos, son muchos más los 
señalados que no han sido detenidos.  

3)  No se han mencionado, por parte de las autoridades, las investigaciones sobre el 
personal de la Secretaría de Atención a los Pueblos Indígenas (SEAPI) quienes, 
según algunos testimonios, podrían estar involucrados algunos funcionarios. 

4)  No se ha mencionado en las investigaciones la pista sobre los fondos federales 
destinados a los municipios, entre ellos al de Chenalhó, desde donde la opinión 
pública presume fueron destinados para la compra de armas de los grupos 
paramilitares. 

 
 
De las reacciones de todos los niveles y sectores a nivel nacional e internacional, 
podemos resumir así la lista de peticiones y exigencias sobre la masacre, entre otras: 
 
1)  Destitución del Gobernador del Estado de Chiapas, Julio Cesar Ruiz Ferro. 
2)  Desaparición de Poderes en Chiapas. 
3)  Desmilitarización de Chiapas y del municipio de Chenalhó. 
4)  Cumplimiento a los Acuerdos de San Andrés sobre Derechos y Cultura Indígenas 
5)  Destitución y castigo al Secretario del Gobierno de Chiapas, Homero Tovilla 
6)  Destitución y castigo al Subsecretario de Gobierno de Chiapas, Uriel Jarquin Gálvez 
7)  Periodo Extraordinario de sesiones del Congreso de la Unión 
8)  Destitución y renuncia del Secretario de Gobierno, Emilio Chuayffet 
9)  Desafuero y castigo al presidente municipal de Chenalhó, Jacinto Arias Cruz. 
10) Desarme y castigo a los grupos paramilitares. 
 
Existen varias líneas de inquietud de la opinión pública. Podemos citar algunas: 
 
1)  Se cuestiona el uso de los fondos federales a las presidencias municipales priístas 

bajo sospechas de que han sido desviados para el uso y compra de armamentos de los 
grupos paramilitares. 

2)  Si se dará el mismo tratamiento a la Zona Norte con el denominado grupo paramilitar 
“Paz y Justicia” en cuanto al castigo, desarme y desafuero del diputado local priísta 
Samuel Sánchez Sánchez. 

3)  Si la masacre de Acteal fue para justificar la presencia del Ejército Mexicano en 
territorio donde el EZLN va cobrando fuerza por medio de sus municipios 
autónomos rebeldes. 

 
Del mismo modo, flotan en el ambiente social y político varias hipótesis e inquietudes: 
 
1)  Si la masacre de Acteal fue algo orquestado desde las altas esferas políticas estatales 

y federales, según lo denunció el EZLN. 
2)  Si la masacre de Acteal es el aviso de una ofensiva militar del Ejército Mexicano a 

corto plazo. 



3)  Si se dará otra ofensiva paramilitar de los grupos priístas en la Zona Altos, 
concretamente en Chenalhó, nuevamente, o en la Zona Norte, en el municipio de 
Tila. 

4)  Si el 1º. De enero de 1988 se dará una ofensiva EZLN o alguna movilización 
espectacular de sus bases de apoyo. 

5) Si la masacre de Acteal agudiza la crisis política del gobierno mexicano, la 
desacredita y profundiza la ingobernabilidad. 
 
Lo cierto es que Acteal, la Gernika mexicana de hoy, ha cimbrado las conciencias 
nacionales e internacionales. El costo político y social para el actual régimen será de 
gran magnitud para la nación. 
 
 


